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URGENTE

Caracas, 9 de Diciembre 2006

ESPECIAL

Para la información del SPR, Hugo Chávez

Att. Profesor Adán Chávez

  PRIMERA PLANA EL UNIVERSAL.- Como El Nacional, el diario El Universal abre edición con un titular en torno al Informe Anual de “Provea” que a la letra reza: “...SE MANTIENE LA DISCRIMINACIÓN POLÍTICA”.Ver detalles en el anexo 1.

  “Mejor” titular en el ángulo superior derecho en torno a la Cumbre de Bolivia  no se le podía ocurrir a El Universal : “PROTESTAS Y LLUVIAS MARCAN CUMBRE SURAMERICANA”.

   A diferencia de El Nacional, el diario El Universal destaca en primera el Caso Usón: “ GENERAL USON RECHAZA INDULTO DE CHAVEZ”. Los detalles en la 1-2.

  Ultimas Noticias y Panorama de Maracaibo constituyen la otra cara de la moneda. Abren con los titulos: “DIEZ MILLONES DE VIAJEROS EN NAVIDAD”  y “SE INICIO CUMBRE SURAMERICANA” , respectivamente. Bien noticiosos los detalles de ambas informaciones.

  El diario PANORAMA destaca hoy el siguiente titular: ABRIRAN JUICIO A JUECES DEL CASO PILIN LEON. Un escándalo en Maracaibo y todo el país. Resulta que los magistrados de ese caso decidieron que no hubo secuestro y sobreseyeron a la tripulación golpista. VER ANEXO 2.
  De seguidas los anexos 1 y 2.
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ANEXO 1:  Versión diario El Universal
Provea preocupada por pérdida de tolerancia ante protestas
Marino Alvarado considera "innecesaria" reforma constitucional

JUAN FRANCISCO ALONSO
EL UNIVERSAL
La paciencia que el gobierno del presidente Hugo Chávez venía teniendo frente a las protestas "se está perdiendo". Así lo denunció el Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (Provea), cuyos representantes advirtieron que esa situación "nos podría colocar, en un futuro, en escenarios de represión", pues, según ellos, en el corto y mediano plazo se producirá un incremento en el número de manifestaciones para exigir la solución de los graves problemas sociales que aquejan al país. 

Al presentar su decimoctavo informe anual sobre la situación de los derechos humanos en Venezuela, el coordinador general de la agrupación, Marino Alvarado, afirmó: "Este gobierno se ha caracterizado, durante sus ocho años de gestión, por su tolerancia frente a la protesta. Sin embargo, nos preocupa la tendencia a perder la paciencia ante los reclamos, porque también hay una tendencia al crecimiento de la protesta social, por servicios públicos, por el derecho a la vivienda y esta combinación, de incremento de la protesta y de pérdida de paciencia del Gobierno, nos pudiera colocar en escenarios de represión".

El vocero precisó que entre octubre de 2005 y septiembre de 2006 registraron que 58 de las 1.280 protestas pacíficas ocurridas en el país fueron obstaculizadas o impedidas por los cuerpos de seguridad del Estado, cifra que triplica a lo ocurrido en el período anterior.

Alvarado también denunció que buena parte de las personas a las que se les está aplicando la reforma del Código Penal, la cual sanciona con prisión a quienes cierren u obstaculicen vías (principal forma de protestar) son dirigentes sindicales, estudiantiles y vecinales "que se identifican con el Gobierno".

Interrogado sobre cómo habían llegado a esa conclusión, dijo: "Basta con verlos y escuchar sus reclamos".

Asimismo dijo que se mantuvo la discriminación por razones políticas en el sector público. "Sigue implantado, como política de Estado, el despedir trabajadores por pensar distinto a como lo hacen las élites que gobiernan, lo cual constituye una violación al derecho constitucional de la libre participación".

Sobre este asunto, en el informe se recoge una comunicación de fecha 21 de octubre de 2001, firmada por Mary Carmen García, jefa encargada de recursos humanos de la Secretaría de Salud de la Alcaldía Mayor de Caracas, en la que se le ordena a los empleados de esa institución acudir "obligatoriamente" al programa Aló Presidente que se iba realizar el 23 de ese mes en la Escuela Gran Colombia y se les advierte que "se corroborará la asistencia".

Alvarado informó también que el número de denuncias de violaciones a la libertad de expresión se ubicó en 142, lo que representa un incremento de 65,12% con respecto al período anterior.

"Nos preocupa el incremento del número de juicios contra comunicadores sociales, procesos que son, en su mayoría, por demandas de difamación y que tienen su origen en una denuncia que hizo el comunicador sobre posible corrupción o una conducta indebida de un funcionario público", reseñó.

Por último, rechazó la propuesta presidencial de reformar la Carta Magna, pues, según él, "con la Constitución que hay se pueden garantizar políticas públicas que favorezcan a todos los sectores sociales y que el país pueda avanzar en calidad de vida e institucionalidad democrática. Lo que hay que hacer es cumplir lo que está en la Constitución".

	"Aspirábamos un mejor desempeño de este gobierno"
Aunque le reconoció al Gobierno sus logros en materia educativa, de atención primaria en salud y de redistribución de tierras, el coordinador de Provea, Marino Alvarado, admitió no sentirse satisfecho con los resultados ofrecidos por Hugo Chávez en estos ocho años en Miraflores.

"Aspirábamos de este gobierno una mejor situación en derechos humanos, porque las élites que hoy gobiernan fueron cuestionadoras de las violaciones de derechos humanos de lo que ellos llaman la IV República" afirmó, al tiempo que agregó: "La situación de los pobres no ha variado mucho. Creemos que después de ochos años y con la cantidad de recursos que ha manejado el Gobierno los resultados no son satisfactorios y que se ha podido hacer más".

El vocero también afirmó que varios son los desafíos que tendrá que asumir el mandatario recientemente reelecto para poder cumplir su promesa de "transformar radicalmente" al país; y enumeró algunos:

"El Presidente deberá acabar con el desorden en las fuentes de financiamiento de sus planes y programas sociales, pues esto favorece la corrupción. Tendrá que fomentar la institucionalidad democrática, deberá favorecer el diálogo para poder resolver los conflictos. También tendrá que combatir la impunidad y poner fin a la discriminación política", concluyó. 
Otras observaciones
Ineficiencia. En su informe, Provea mostró su preocupación por la mora en la que ha incurrido la Asamblea Nacional al no aprobar la reforma de la Ley del Trabajo y de las leyes de Salud y Pensiones. "La Asamblea no tiene hoy la excusa de que no la dejan trabajar, porque es monolítica y está conformada exclusivamente por simpatizantes y miembros de los partidos políticos que apoyan al presidente Chávez. El Parlamento sigue siendo ineficiente y no cumple sus funciones", señaló Alvarado en su exposición.

Cada vez peor. La organización no gubernamental defensora de los derechos humanos también expresó su preocupación por la situación de los cuerpos policiales, los cuales, según ella, abusan e incurren cada vez más en graves delitos, tales como desapariciones forzadas (este año registraron 15), ejecuciones (169 denuncias recibieron) y torturas (19 casos tramitaron). Igualmente lamentaron que las autoridades no tomen medidas para atajar la crisis carcelaria, la cual ha cobrado la vida de 2.358 en los últimos seis años. 

ANEXO 2. Diario Panorama (Maracaibo).

SOBRESEYERON A LA TRIPULACIÓN Y DESACATARON AL TSJ
Le abrirán juicio a los jueces del Pilín León
La Inspectoría General ordenó la destitución de los tres magistrados locales. Diputados oficialistas consideran un “error inexcusable” interpretar que el secuestro del barco no es delito, como determinaron los juristas. TSJ al tanto. 
Justo cuando se cumplen cuatro años del sabotaje petrolero que ocasionó al país más de $ 20 millardos en pérdidas, la Inspectoría General de Tribunales del Zulia, a cargo de la jueza Iris Peña, ordenó la acusación y destitución de tres jueces de la región: William Colina, Tania Méndez y Celina Padrón, por sobreseer al capitán Daniel Alfaro y al resto de la tripulación del Pilín León (hoy Negra Matea) que fondeó en el Lago, el 4 de diciembre del 2002, el buque cargado de gasolina. 

Este fallo, que alegó que el anclaje del barco no era un secuestro, fue apelado por la Fiscalía y reabierto por el TSJ. Diputados del Zulia pidieron la captura de Alfaro. Carlos López, quien rescató el Pilín León, recuerda hoy cómo vivieron esos días. 

Texto: J. Fernández Urdaneta / P. Martínez
La Inspectoría General de Tribunales, a cargo de la jueza Iris Peña, decidió acusar y solicitar la destitución de las jueces Dick William Colina, Tania Méndez y Celina Padrón ante la Comisión Reestructuradora del Poder Judicial por haberle sobreseído la causa a la tripulación del buque Pilín León que se unió al sabotaje petrolero de 2002 y 2003, contradiciendo una decisión del Tribunal Supremo de Justicia.

La medida se produce por constituir un “error inexcusable” el afirmar que el secuestro del buque en el Lago de Maracaibo no constituyó un delito, anuciaron ayer los diputados oficialistas: María Malpica, Lisandro Cabello, Rodrigo Cabezas, Roberto Quintero y José Luis Acosta.

Los parlamentarios coincidieron en afirmar que de este modo se hace justicia luego de los hechos suscitados en 2002-2003, cuando el sabotaje petrolero causó pérdidas millonarias al país.

“Al final ha quedado derrotada la impunidad”, expresó Cabezas al comentar que fueron tres los jueces zulianos de la Sala Uno de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Zulia, quienes decidieron que no se había cometido ningún delito durante el secuestro del tanquero petrolero, sólo que la jurista Tania Méndez se jubiló el año pasado.

Explicó que en marzo de este año la Inspectoría aceptó la apelación introducida por la Fiscalía General de la República, recurso aceptado y reabierto por el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ).

Sobre este punto, Omar Mora Díaz, titular del máximo tribunal, en visita al Zulia dijo: “Esas son denuncias a las que nosotros, como Poder Judicial, debemos garantizarle el debido proceso con la presunción de inocencia. La Inspectoría General de Tribunales se ha abocado a sustentar esas denuncias, eso implica que viene un procedimiento de investigación en el que se debe recibir la denuncia, evaluar las pruebas y darle la oportunidad en el debido proceso a las personas denunciadas para que se defiendan”. 

“Es decir, que se cumplan todos los pasos que exige el Poder Judicial”, expresó el magistrado.

“En este caso —del Pilín León— los jueces serán sometidos a una evaluación de su desempeño, si son jueces titulares, dependiendo de su categoría, podrán ser jubilados e, incluso, hasta suspendidos sin goce de sueldo al igual que si son de carácter provisional”, añadió Mora Díaz.

Detalles
El 4 de diciembre de 2002, Daniel Alfaro, capitán del buque Pilín León, secuestró la embarcación y la fondeó en la entrada del canal de navegación. En apoyo al paro de actividades que convocó la Confederación Venezolana de Trabajadores (CTV) y Fedecámaras.

El 7 de diciembre de 2002, el Juzgado Décimo de Primera Instancia en funciones de Control del Circuito Judicial Penal del Zulia, acordó la aplicación de medidas cautelares sustitutivas de libertad contra Alfaro, entre las que se encontraba la presentación periódica ante el Tribunal, prohibición de salida del país.

Además, se le seguiría el vertido ilícito de sustancia en grado de tentativa, abuso genérico de funciones y apoderamiento ilegítimo de naves y su carga.

El 19 de diciembre el TSJ ordenó el restablecimiento de la actividad económica de la industria petrolera. Un día después se detuvo a Alfaro.

El 21 de enero de 2003 los referidos jueces acordaron declarar sin lugar la investigación por la ausencia de delitos.

Los diputados también solicitarán al Cicpc que cumpla con la orden de aprehensión contra el capitán Alfaro que dictó el juzgado Décimo de Control.
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